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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCEDIMIENTO LABORAL / MEDIDAS CAUTELARES / MEDIDA CAUTELAR INNOMINADA 

MEDIDAS CAUTELARES – Regulación en el procedimiento laboral.

…  Las medidas cautelares tienen una regulación propia y específica en el procedimiento laboral, por lo que para su imposición debe recurrirse en primer medida al artículo 85 A modificado por el artículo 37A de la ley 712 de 2001 que se ocupa de establecer como única medida cautelar dentro de los procesos ordinarios la caución entre 30% y 50% del valor de las pretensiones al momento de decretarse, que debe prestar el demandado para garantizar el cumplimiento de la sentencia, so pena de no ser oído. A su vez, en sentencia C-043/2021 la Corte Constitucional declaró exequible condicionadamente dicho artículo bajo el entendido de que en la jurisdicción ordinaria laboral también podrán invocarse medidas cautelares innominadas, esto es, las previstas en el literal c) del numeral 1º del artículo 590 del C.G.P. Así, las medidas cautelares innominadas corresponden a cualquier medida que el juez encuentre razonable para proteger el derecho objeto del litigio. 

MEDIDA CAUTELA INNOMINADA– Requisitos para su imposición.

… Finalmente, el artículo 85A exige para imponer la medida cautelar de caución o innominada que se acredite alguna de estas dos circunstancias: i) cuando el demandando ejecuta actos tendientes a insolventarse o impedir la efectividad de la sentencia, o ii) cuando el demandado se encuentre en graves y serias dificultades para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones. Hechos que tendrá que demostrar el demandante.

Puestas de ese modo las cosas para imponer una medida cautelar en el procedimiento ordinario laboral deberá, i) verificarse que su solicitud concuerde con las dos medidas cautelares posibles de imponer en la especialidad laboral y ii) verificarse la causal invocada.
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Pereira, Risaralda, trece (13) de febrero de dos mil veinticinco (2025)

Acta número 17 de 07-02-2025
Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver el recurso de apelación contra el auto proferido el 28 de octubre de 2024 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda dentro del proceso ordinario laboral promovido por Luz María García López contra Martha Yaneth Uribe Mesa.
ANTECEDENTES

1. Crónica procesal

Luz María García López pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo con Martha Yaneth Uribe Mesa a término indefinido desde el 04/12/1997 hasta el 17/12/2022. En consecuencia, reclama el pago de las prestaciones sociales, vacaciones, aportes a la seguridad social, sanción moratoria, indemnización por despido sin justa causa. La demandada al contestar la demanda aceptó la prestación personal del servicio, pero por extremos menores a los reclamados. 
La demandante allegó solicitud para que se decretaran las siguientes medidas cautelares:
1. Solicitó como “medida innominada” el embargo de:

a. El 50% del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 292-6752 ubicado en Pueblo Rico, Risaralda.

b. Derecho de cuota parte del bien inmueble con matrícula inmobiliaria No. 292-7001 ubicado en Pueblo Rico, Risaralda.

2. Solicitó como “medida nominada” la imposición de una caución por un valor no inferior al 50% del valor de las pretensiones de la demanda.

Como fundamento para solicitar dichas medidas cautelares argumentó que la demandada es pensionada del magisterio y por ello, dicha mesada no es posible embargarla para obtener el pago de la eventual sentencia. De ahí que, al consultar las bases de la oficina de registro de instrumentos públicos se encontró que la demandada es propietaria de un derecho de cuota del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 292-7001 y de la totalidad del inmueble con matrícula No. 292-6752 y en tanto esta carece de otro bien para garantizar el pago de las pretensiones, fácilmente “pueden salir” de su patrimonio e insolventarse.

Además, un indicio de tal posible acto es que la demandada envío a la demandante un documento en el que pagaba una suma de dinero como liquidación del contrato laboral que tuvieron con el propósito de evadir la responsabilidad en el pago de las acreencias laborales. 

Como pruebas aportó los certificados de tradición de los inmuebles señalados y copia del documento constante de la liquidación del vínculo laboral ya referido (archivo 2629, c. 1).
2. Síntesis del auto recurrido

El Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda negó las solicitudes de medidas cautelares contenida en el artículo 85A del C.P.L. y de la S.S. porque el embargo de los inmuebles anunciados no corresponde a una medida innominada para el procedimiento laboral y frente a la restante, la demandante no logró acreditar que la demandada hubiese realizado actos tendientes a insolventarse, en la medida que no se ha hecho ninguna transferencia de cuota parte ni siquiera a partir de que finalizó la pretendida relación laboral esto es, e 17/12/2022, sin que su condición de pensionada sea indicativo de que incumplirá las obligaciones que eventualmente se impongan en su contra. 
3. El recurso de apelación

La demandante inconforme con la decisión presentó recurso de alzada para lo cual argumentó que sí se acreditó que existen graves dificultades para que la demandada al momento de salir avante la sentencia pueda dar cumplimiento a la misma porque no tiene más bienes conocidos dentro del proceso y si bien no se evidencia prueba de que se vaya a insolventar, lo que se observa es que carece de recursos suficientes para satisfacer la sentencia reclamada y por ello, coloca en riesgo su cumplimiento, máxime que es un hecho notorio que la pensión que disfruta la demandada no puede ser embargada en el proceso laboral. 

4. Alegatos 

Ninguna de las partes presentó alegatos de conclusión.
CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico

Visto el recuento anterior la Sala se formula el siguiente:

(i) ¿Es procedente decretar las medidas cautelares solicitadas con base en el artículo 85A del C.P.L. y de la S.S.?
2. Solución al interrogante planteado

2.1. Fundamentos jurídicos

Las medidas cautelares tienen una regulación propia y específica en el procedimiento laboral, por lo que para su imposición debe recurrirse en primer medida al artículo 85 A modificado por el artículo 37A de la ley 712 de 2001 que se ocupa de establecer como única medida cautelar dentro de los procesos ordinarios la caución entre 30% y 50% del valor de las pretensiones al momento de decretarse, que debe prestar el demandado para garantizar el cumplimiento de la sentencia, so pena de no ser oído.

A su vez, en sentencia C-043/2021 la Corte Constitucional declaró exequible condicionadamente dicho artículo bajo el entendido de que en la jurisdicción ordinaria laboral también podrán invocarse medidas cautelares innominadas, esto es, las previstas en el literal c) del numeral 1º del artículo 590 del C.G.P. Así, las medidas cautelares innominadas corresponden a cualquier medida que el juez encuentre razonable para proteger el derecho objeto del litigio. 

De manera concreta, la alta corporación explicó que solo se aplicarán al procedimiento laboral las medidas cautelares innominadas del aludido literal c), ninguna otra de las contenidas en el artículo 590 del C.G.P., como son la inscripción de la demanda, el embargo y el secuestro; todo ello porque estas últimas medidas “responden a solicitudes específicas del proceso civil (…) el legislador habilitó estas medidas para casos particulares en lo civil, esto es, cuando se persigue el reconocimiento del derecho de dominio o el pago de una indemnización de perjuicios por responsabilidad contractual o extracontractual”, esto es, por completo ajenas al proceso laboral. 

Finalmente, el artículo 85A exige para imponer la medida cautelar de caución o innominada que se acredite alguna de estas dos circunstancias: i) cuando el demandando ejecuta actos tendientes a insolventarse o impedir la efectividad de la sentencia, o ii) cuando el demandado se encuentre en graves y serias dificultades para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones. Hechos que tendrá que demostrar el demandante.

Puestas de ese modo las cosas para imponer una medida cautelar en el procedimiento ordinario laboral deberá, i) verificarse que su solicitud concuerde con las dos medidas cautelares posibles de imponer en la especialidad laboral y ii) verificarse la causal invocada. 
2.2. Fundamento fáctico

Se confirmará la decisión de primer grado, por un lado, porque Luz María García López pretendió la imposición de una medida cautelar diferente a las permitidas en la especialidad laboral, esto es, el embargo de un bien inmueble y de los derechos de cuota que posee la demandada en otro inmueble. 

En efecto, se advierte que la medida cautelar perseguida es el embargo de dos inmuebles que se excluye por expresa disposición del legislador y la Corte Constitucional (C-043/2021) en los procesos ordinarios de los asuntos del trabajo. Interpretación uniforme y pacífica que se desprende de la citada sentencia de constitucionalidad y por ello, fracasa la apelación de la demandante frente a esta medida cautelar.
Por otro lado, frente a la imposición de la caución, que sí corresponde a una medida cautelar dentro del procedimiento ordinario laboral, es preciso acotar la apelante tampoco acreditó ninguno de los 2 supuestos que hacen viable su imposición.

Así, los argumentos presentados por la demandante para obtener la caución como medida cautelar se fundamentaron es que la demandada disfruta de una pensión y posee la propiedad de 1 inmueble y de los derechos de cuota de otro bien, que a juicio de la demandante evidencian que será improbable que cumpla una eventual sentencia condenatoria. 

Descripción de la situación económica de la demandada que de ninguna manera encaja en alguno de los 2 supuestos contemplados en el artículo 85A, pues ser pensionado y tener bienes inmuebles de ninguna manera demuestra una grave y sería dificultad para cumplir las obligaciones, y contrario a ello da cuenta de una capacidad económica de la demandada ante una eventual sentencia condenatoria. 

Además, ningún hecho describió la demandante como para dar cuenta de que la demandada esté realizando actos tendientes a insolventarse o impedir la efectividad de la sentencia, pues no obra ni siquiera rastro alguno de que la convocada a juicio esté deshaciéndose de sus bienes, y por ello, el argumento de la demandante es meramente hipotético en la medida que lo fundamenta en la mera posibilidad de trasladar el dominio a otro, sin que, se itera, exista ni siquiera prueba indiciaria de aquella posibilidad.

Y finalmente, el documento remitido por la demandada a la demandante en el que propone el pago de una suma de dinero a cambio de la labor desempeñada a lo sumo podría evidenciarse como un intento de transacción. Institución jurídica que está llamada a gobernar el proceso laboral cuando además de la voluntad de las partes, la misma cumple los requisitos legales para el efecto. Pero tal intento negocial de la demandada de ninguna manera puede entenderse como un acto tendiente a impedir la efectividad de la sentencia, sino que por el contrario podría ser indicativo del intento de una terminación anticipada del proceso.

Entonces, además de que los argumentos expuestos por la demandante no encajan dentro de los 2 supuestos contemplados por la norma (art. 85A) para hacer procedente la medida, tampoco aportó prueba alguna que permitiera sustentar los mismos. 
CONCLUSIÓN
A tono con lo expuesto, la decisión revisada será confirmada. Costas en esta instancia a cargo de la demandante ante la resolución desfavorable del recurso de apelación conforme al numeral 3º del artículo 365 del C.G.P. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR el auto proferido el auto proferido el 28 de octubre de 2024 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda dentro del proceso ordinario laboral promovido por Luz María García López contra Martha Yaneth Uribe Mesa.
SEGUNDO: Costas a cargo de la demandante y a favor de la demandada.  
Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 
   

Magistrado

 ANA LUCIA CAICEDO CALDERON                       
                                                          Magistrada

Con ausencia justificada 




4

